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Dedicado:
A los pueblos indígenas: en aislamiento voluntario, 

amazónicos, andinos, costeros y afroperuanos.

“Y si no te escucho,
¡Grita!,

Te tiendo la mano,
Tú me agarras todo el brazo,

Y sí quieres más, pues,
¡Grita!”

Pau Donés (1966-2020)
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INTRODUCCIÓN

La transparencia y la rendición de cuentas resultan fundamentales en 
la administración pública así como en las relaciones comunitarias y respon-
sabilidad social de las industrias extractivas porque mediante dicha práctica 
se garantiza una democracia fundada en la verdad, participación ciudadana 
y el derecho de información de los ciudadanos, consumidores, usuarios y 
afectados con daños derivados de actividades riesgosas o peligrosas mineras, 
petroleras, gasíferas, pesqueras, manufactureras entre otras. Sin duda, con 
información oportuna es posible que se pueda adoptar a tiempo medidas para 
salvaguardar la vida, la salud, el ambiente o la identidad étnica y cultural.

En la quincena de enero del 2022 con el derrame de petróleo en las 
costas del distrito de Ventanilla pudimos observar las consecuencias de no 
conocer la información sobre el verdadero impacto a los ecosistemas marino 
costero, áreas naturales protegidas, diversidad biológica y a las personas que 
realizan actividades productivas, comerciales, pesqueras y recreativas de la 
zona afectada. Probablemente, mirando en retrospectiva el Estado hubiera 
podido hacer mucho más sí la empresa a cargo de la actividad riesgosa o 
peligrosa le hubiera proporcionado información exacta sobre la cantidad 
de petróleo derramado en el mar, la hora exacta de la ocurrencia y los sitios 
impactados. Sin duda, la obtención tardía de esta data fue una causa con-
currente que dificulto el control del desastre ambiental.

El derecho a un ambiente adecuada como sabemos comprende el dere-
cho a gozar de un ambiente adecuado y equilibrado pero también contribuir 
a la gestión ambiental de manera efectiva como vigilancia ambiental ciuda-
dana, formular aportes a los proyectos de leyes ambientales, participar en 
la audiencias públicas de estudios ambientales pero también promoviendo 
litigio estratégico ambiental así como participando en los procesos judiciales 
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con informes especializados que puedan ilustrar al juez sobre la problemática 
ambiental y el impacto del daño ambiental sobre las personas y el ambiente.

En una democracia liberal donde el intercambio de opiniones y el debate 
sobre asuntos de interés general es la regla general por lo que el Amicus Curiae 
debe ser un mecanismo que sirva para que los ciudadanos que no siendo parte 
formal de un proceso judicial puedan alcanzar sus opiniones, percepciones y 
medios probatorios para ayudar al juez a comprender el impacto del caso en 
la vida social y el derecho a un ambiente adecuado y equilibrado. Sin duda, 
resultaría un error imperdonable que se cierre las puertas a la participación 
ciudadana mediante los Amicus bajo banales pretextos tales como falta de 
imparcialidad, competencia o especialidad.

La reciente regulación sobre los Amicus Curiae en los procesos cons-
titucionales ha traído un enorme malestar en el movimiento de derechos 
humanos porque el establecimiento de reglas de admisibilidad y la impo-
sibilidad de apelar la decisión que deniega el ingreso de un Amicus Curiae 
constituye una verdadera afectación al derecho a contribuir a una gestión 
ambiental eficiente y destruye el camino de la participación ciudadana en 
la justica ambiental que se había venido forjando a lo largo de la última 
década sin que exista siquiera una justificación que sustente este retroceso 
y contravención al principio de progresividad de los derechos humanos.

Nosotros consideramos que los Amicus Curiae han sido vitales en 
la defensa de intereses generales y constituyen un mecanismo judicial de 
participación y vigilancia ciudadana clave en temas medio ambientales, así 
como de pueblos indígenas como se ha venido mostrando en el Aporte por 
Regulación de Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental así como 
los procesos judiciales que cuestionaban las competencias de supervisión 
ambiental del citado organismo así como el de responsabilidad civil por daño 
ambiental contra una empresa petrolera que se disolvía y liquidaba sin haber 
remediado los sitios que impacto con su actividad extractiva.

En general no deberían existir reglas de admisibilidad de Amicus Curiae 
porque limitan la participación ciudadana en la tutela jurisdiccional efec-
tiva especialmente en asuntos medio ambientales, salud pública, pueblos 
indígenas, patrimonio cultural y temas de interés público donde resulta no 
solamente lesivo sino discriminatorio por lo que consideramos inconstitu-
cional el artículo V del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, 
Ley No 28611, por impedir que en juicio se escuche la voz de una persona 
natural o jurídica que se siente tocado, al igual que todos, por el debate en 
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juicio sobre un bien colectivo ambiental y su protección que va repercutir 
en generaciones presentes y futuras.

Finalmente, esta publicación lo que pretende es avivar el debate sobre 
los límites y posibilidades de los Amicus Curiae en materia ambiental y de 
pueblos indígenas en una democracia con inclusión social e intercultural 
donde el ciudadano es puesto al centro de la gestión pública y se le permite 
estar presente y contribuir en la gestión ambiental transitando de un rol 
pasivo a un rol activo en el cuidado del ambiente y la efectividad de la jus-
ticia ambiental.

Lima, 28 de abril de 2022

Instituto IDLADS PERÚ
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El Amicus Curiae Ambiental como 
expresión de la participación 

ciudadana ambiental

“La parresía es una forma de crítica, tanto hacia otro como hacia 
uno mismo, pero siempre en una situación en la que el hablante o 
el que confiesa está en una posición de inferioridad con respecto 
al interlocutor. El parresiastés es siempre menos poderoso que 
aquel con quien habla. La parresía viene de “abajo”, como si di-
jéramos, y está dirigida hacia “arriba”. Por eso, un antiguo griego 
no diría que un profesor o un padre que critica a un niño utiliza 
la parresía. Pero cuando un filósofo critica a un tirano, cuando 
un ciudadano critica a la mayoría, cuando un pupilo critica a su 
profesor, entonces tales hablantes están utilizando la parresía.”

Michel Foucault. Discurso y verdad en la antigua Grecia. 
Paidós. Buenos Aires- Argentina.2004. p.44

1.	 INTRODUCCIÓN
El derecho a un ambiente sano y equilibrado le pertenece a todo in-

dividuo y pueblo de la humanidad, y es a nuestro entender uno de los de-
rechos fundantes en la teoría de los derechos humanos, pues es uno de los 
presupuestos fundamentales para el ejercicio del resto de derechos. Este 
derecho es reconocido por primera vez en el Principio 1 de la Declaración de 
Estocolmo sobre Medio Humano según el cual “el hombre tiene el derecho 
fundamental a la libertad, la igualdad y el disfrute de condiciones adecuadas 
en un medio de calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de 
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bienestar y tiene la solemne obligación de proteger y mejorar el medio para 
las generaciones futuras.”1 El derecho a un ambiente saludable, equilibrado 
y adecuado para el pleno desarrollo de la vida, es un derecho por tanto de 
tercera generación e intergeneracional.2

La Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos de 1981, en 
cuyo artículo 24 se indica que “todos los pueblos tienen el derecho a un sa-
tisfactorio medio ambiente favorable a su desarrollo”. Y es que un ambiente 
degradado y contaminado hace inviable la vida humana y de otros seres 
vivos y repercute incluso en poblaciones humanas distantes que producto 
de la deforestación y el tráfico ilegal de especies se puede ver afectado por 
una enfermedad zoonótica emergente como han sido los casos el ébola, la 
viruela del mono, los coronavirus y recientemente el Covid-19.

El inciso 22) del artículo 2° de la Constitución Política del Estado reco-
noce, en calidad de derecho fundamental, el atributo subjetivo de “gozar de 
un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo” de la vida de la persona. 
En otras palabras, es el derecho fundamental a la protección de la calidad de 
nuestro entorno o ambiente para beneficio de nosotros mismos y de manera 
indirecto para beneficio de otras especies.

Este es un derecho de tercera generación pues tiende a preservar la 
integridad de la sociedad humana, resulta oponible al Estado y exigible a él, 
pero que por sobre todas las cosas requiere el concurso de todos los actores 
sociales para su cumplimiento efectivo.3 De esta manera, es posible que su 
cumplimiento sea exigido por uno o todos los miembros de la comunidad, 
pues su afectación le incumbe a ella y a todos.

El derecho a un ambiente sano y equilibrado es una consecuencia de la 
dignidad propia del ser humano, entendida como las condiciones mínimas 
para el desarrollo del hombre por sí mismo, independientemente de la con-
ducta del individuo, como especie necesitamos un mínimo de recursos para 
imprimir nuestros valores y no dejar de ser hombres. En un ambiente conta-
minado y degradado es imposible que un ser humano pueda desarrollarse y 

1	 Organización de las Naciones Unidas. Informe de la Conferencia de Naciones Unidas sobre el 
Medio Humano. (Estocolmo,1972) Nueva Cork: Naciones Unidas, 1973. DOC A/CON48/14/
Rev 1.

2	 Cfr, Foy , Pierre y otros. Derecho Internacional Ambiental. PUCP Fondo Editorial. Lima- 
Perú. 2003. p.94

3	 Cfr, Caro, Coria. El Derecho Penal del Ambiente. Grafica Horizonte. Lima – Perú. 1999. p. 69



El Amicus Curiae Ambiental como expresión de la participación ciudadana ambiental

17

vivir con dignidad, siendo estas circunstancias adversas lo que envilecería y 
degradaría su naturaleza. Así como el ser de un pez no podría concebirse sin 
agua, el hombre no puede ser tal, sin un ambiente equilibrado y adecuado 
para la vida, conformando ello parte de su dignidad. En consecuencia, este 
derecho constitucional al igual que el resto, forman parte de ese mínimo 
invulnerable de condiciones que el Estado debe resguardar y garantizar.

La participación ciudadana en gestión del ambiente es un derecho y 
un deber que no es incumbe a todos, tanto sociedad civil como Estado y que 
acertadamente es recogida por la Ley General del Ambiente. Un ejemplo 
de este derecho lo podemos observar en los mecanismos de participación 
ciudadana existentes en la legislación de áreas naturales protegidas y los 
estudios de impacto ambiental, así como los procedimientos sancionadores.

Los orígenes del derecho a la participación ciudadana los podemos 
encontrar en múltiples tratados e instrumentos internacionales tales como:

a.)	 El Principio 1 de la Declaración de Río, que indica que “los seres hu-
manos constituyen el centro de preocupaciones relacionadas con el 
desarrollo sostenible (...), siendo así, es natural que los seres humanos 
tengan un rol activo en las decisiones que se adopten para alcanzar el 
desarrollo sostenible.”

b.)	 El Principio 10 de la Declaración de Río, que señala que el mejor modo 
de tratar cuestiones ambientales es con la participación de todos los 
ciudadanos interesados (...) así como la oportunidad de participar en 
los procesos de adopción de decisiones.”

c.)	 El principio 2 de La Declaración sobre Bosques (1992), recomienda a 
los gobiernos promover la participación de todos los interesados, in-
cluidas las comunidades locales y las poblaciones indígenas, las ONGs, 
trabajadores, habitantes de las zonas forestales (...) en el desarrollo, la 
ejecución y la planificación de la política forestal del país.

d.)	 Artículo 23, numeral 1, inciso a), de la Convención Americana de Dere-
chos Humanos, establece que toda persona tiene derecho a participar 
directamente de los asuntos públicos, directamente o por medio de sus 
representantes.

e.)	 Artículo 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, declara 
que el derecho ciudadano a participar en el gobierno de su país, direc-
tamente o por medio de sus representantes libremente escogidos.
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f.)	 Artículo 3, inciso c), de la Convención de Lucha contra la Desertificación, 
señala que las partes deben garantizar que las decisiones relativas a la 
elaboración y ejecución de programas de lucha contra la Desertificación 
y mitigación de los efectos de la sequía se adopten con la participación 
de la población y de las comunidades locales y que, a niveles superiores, 
se cree un entorno que facilite la adopción de medidas a los niveles 
nacional u local.

g.)	 Artículo 8, inciso j) del Convenio sobre la Diversidad Biológica, señala 
que las prácticas de vida de comunidades locales e indígenas vinculadas 
a la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica 
se dará con la aprobación y la participación de quienes poseen esos 
conocimientos, innovaciones y prácticas.

El artículo 46º de la Ley General del Ambiente precisa que este dere-
cho a participar en la gestión ambiental incluye el derecho de toda persona 
natural o jurídica, en forma individual o colectiva, a emitir opiniones, posi-
ciones, puntos de vista, observaciones u aportes en los procesos de toma de 
decisiones de la gestión ambiental y en las políticas y acciones que incidan 
sobre ella, así como en su posterior ejecución, seguimiento y control. El de-
recho a la participación ciudadana, recalca, se ejerce en forma responsable.

La Ley General del Ambiente coloca los linderos dentro de los cuales 
se ejercerá este derecho de participación ciudadana:4

•	 Participación de manera responsable, ello implica por ejemplo que 
para asumir una posición u opinión esta debería estar sustentada en 
información veraz o documentadamente avalada o haber estado par-
ticipando activamente en el tema ambiental objeto de la intervención.

•	 Debe actuarse con buena fe, transparencia y veracidad, evidentemente 
la participación ciudadana se hace de honesta, leal y privilegiando el 
bienestar general y no intereses políticos, proselitistas o individualistas.

La participación ciudadana en materia ambiental se puede definir como 
un proceso mediante el cual se integra al ciudadano, en forma individual o 
colectiva, en la toma de decisiones, la fiscalización, control y ejecución de las 
acciones que incumben a la gestión ambiental. Ello permitirá al ciudadano 
ejercer otros derechos, puesto que solo informado puede tener conciencia 
de su realidad, sus oportunidades y su problemática ambiental.

4	 El numeral 1 del artículo 47º de la Ley General del Ambiente
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Peldaños Naturaleza de la implicación
Grado de 

implicación

8. Control ciudadano Los ciudadanos tienen carga completa de política y de 
aspectos directivos

Niveles 
de poder 

ciudadano

7. Delegar poder Se da a los ciudadanos algunos poderes directivos en 
apartados selectos o todas las partes de un plan o pro-
grama

6. Asociación Se negocian las compensaciones, y no hay cambios 
unilaterales

5. Apaciguamiento Se recibe consejo de ciudadanos pero no necesaria-
mente se actúa

Niveles de 
esfuerzo 
simbólico

4. Consulta Los ciudadanos son escuchados pero no necesaria-
mente considerados

3. Informar Se identifican los derechis, responsabilidades y opcio-
nes de los ciudadanos

2. Terapia Grupo en poder educa y cuida a los ciudadanos
Sin 

Participación
1. Manipulación Comités consultivos de “levanta dedos”

Fuente: Elaborado por Carlos Alza Barco. Adjunto a la Defensora del Pueblo para los Servicios Públicos y el 
Medio Ambiente (e). Participación Ciudadana, Acceso a la Información y Defensoría del Pueblo. Abril 2006

ESCALERA DE LA PARTICIPACIÓN - SARA WHITE (A.CORNWALL)

Modo de 
participación

Socios Razones de la participación
Percepción de 

los participantes

Funcional Beneficiarios Para alistar a la población en pro-
yectos o procesos, ya sea para ase-
gurar el cumplimiento, minimizar 
el disentimiento y/o lograr legiti-
mación.

Como objetos

Instrumental Comunidad Para hacer que los proyectos o las 
intervenciones funcionen más efi-
cientemente, incluyendo a la po-
blación como mano de obra y dele-
gando responsabilidades en ellas.

Como instru-
mentos
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Modo de 
participación

Socios Razones de la participación
Percepción de 

los participantes

Consultiva Actores sociales 
interesados

Para estar a tono con visiones y 
valores públicos, para recoger 
buenas ideas, para reducir la opo-
sición, para reforzar la responsabi-
lidad.

Como actores

Transformadora Ciudadanos Para construir capacidades políti-
cas, conciencia crítica y confianza; 
para hacer que la gente sea capaz 
de exigir derechos; para hacer rea-
lidad la rendición de cuentas.

Como agentes

Fuente: Elaborado por Carlos Alza Barco. Adjunto a la Defensora del Pueblo para los Servicios Públicos y el 
Medio Ambiente (e). Participación Ciudadana, Acceso a la Información y Defensoría del Pueblo. Abril 2006

A mayor participación ciudadana serán mejores y mayores las formas 
en que se haga respetar la realización de otros derechos tales como el derecho 
a la vida, la salud, la integridad, el medio ambiente adecuado al desarrollo 
de su vida, su dignidad. La información y participación garantizan verdade-
ramente la exigibilidad social de otros derechos fundamentales.

La parresía es una forma de crítica social por tanto uno de los antece-
dentes más lejanos de valoración de las opiniones críticas de los ciudadanos 
como terceros interesados, expertos, afectados o testigos frente la autoridad 
que va resolver un caso sobre un asunto de interés público cuyo resultado 
vamos a tener que soportar colectivamente como sería el caso de asuntos 
medioambientales donde lo que está en debate es el impacto de una con-
ducta de uno o más de nuestros miembros sobre el derecho a un ambiente 
adecuado y equilibrado pero también sobre la salud, la vida y la identidad 
étnica y cultural de una población consternada por un caso de deforestación, 
derrame de un material tóxico o la muerte de un defensor ambiental. En el 
fondo, la libertad de expresión y pensamiento se puede concretar no solo en 
la libertad de prensa o libertad de catedra sino también en el desarrollo de 
los procesos judiciales o administrativos cuando un miembro de la sociedad 
civil quiere expresar su opinión fáctica, jurídica o técnica sobre un asunto 
de interés general que se está debatiendo en el Poder Judicial, Ministerio 
Público, el Tribunal Constitucional o una autoridad administrativa.

El anterior Código Procesal Constitucional, aprobado por la Ley No 
28237, recientemente derogado, no había previsto una regulación específica 
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sobre los Amicus Curiae u opiniones expertas que podrían realizar personas 
naturales o jurídicas sobre un asunto de interés general. Tampoco se reguló 
de manera expresa esta institución en los Códigos Procesales del área Civil 
ni el Penal lo que había permitido que libremente se pueda alcanzar a las 
autoridades judiciales o administrativas opiniones de expertos o el parecer 
de los afectados sobre el impacto negativo de una conducta o la manera 
como debería valorar y resolver la autoridad correspondiente. Adviértase 
que estas opiniones no son vinculantes ni están obligados los magistrados 
a observarlas o siquiera rebatirlas sin embargo como la labor de los jueces 
esta sujeta siempre a la crítica de sociedad es prudente dejar constancia en 
el fallo los argumentos de los Amicurientes y expresar de manera motivada 
si concuerdan o están en desacuerdo con estas opiniones.

Lamentablemente, el nuevo Código Procesal Constitucional, aprobado 
por la Ley Nº 31307, sin mayor debate público y de manera exprés, en plena 
pandemia se reguló Amicus Curiae con el objetivo de acotarlo y limitar su uso 
como se aprecia en el artículo V del nuevo Código Procesal Constitucional: 
“El juez, la sala o el Tribunal Constitucional, si lo consideran conveniente, 
podrán invitar a personas naturales o jurídicas en calidad de amicus curiae, 
para que expresen por escrito u oralmente su opinión jurídica sobre una 
materia compleja. También puede invitarse al amicus curiae para que ilustre 
al juzgador sobre conocimientos no jurídicos, técnicos o especializados de 
relevancia necesaria para resolver la causa.

Son requisitos que debe cumplir la participación del amicus curiae:

1.	 No es parte ni tiene interés en el proceso.

2.	 Tiene reconocida competencia e idoneidad sobre la materia que se 
le consulta.

3.	 Su opinión no es vinculante.

4.	 Su admisión al proceso le corresponde al órgano jurisdiccional.

El amicus curiae carece de competencia para presentar recursos o 
interponer medios impugnatorios.”

2.	 EL AMICUS CURIAE EN LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL
En el Auto del Tribunal Constitucional del 11 de diciembre del 2014 del 

Expediente N° 03673-2013-PA/TC podemos encontrar la siguiente cita: “que, 
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conforme a reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional, se ha esti-
mado que la institución procesal del amicus curiae hace alusión a una persona 
física o jurídica que pone al servicio del juzgador su conocimiento técnico 
o especializado en relación con la materia litigiosa, de forma tal que, previa 
aquiescencia del juez o tribunal, coadyuva a una mejor resolución de la litis. 
Se trata de una entidad coadyuvante, que, a través de su pericia, contribuye 
a que un caso sea resuelto en determinado sentido. Tiene, en esa medida, 
un interés objetivo en la resolución del caso, producto de su conocimiento 
técnico, [Exp. 07435-2006-PC/TC, 00017-2003-AI/TC, 00027-2006-PI/TC, 
entre otros]. (...) que, teniendo en cuenta los pedidos de participación como 
amicus curiae de autos y que estos han sustentado puntos de vista basados 
en consideraciones jurídicas y técnicas en cuanto a la protección del medio 
ambiente y su relación con el desarrollo de las actividades extractivas, los 
que podrían ser de utilidad para el juez constitucional en la solución del 
caso, el Tribunal Constitucional estima que debe admitirse su participación 
como amicus curiae.”

En la última década las clínicas jurídicas universitarias, las organiza-
ciones de derechos humanos, medio ambientales y pueblos indígenas han 
venido presentando informes especializados para ilustrar a los jueces sobre 
la trascendencia de la causa, afectaciones, interpretaciones jurídicas, hechos 
y advirtiendo omisiones en el análisis de los magistrados o las partes que 
requieren ser tomados en cuenta estando en libertad los magistrados de 
hacerlos propios o expresar su desacuerdo con estas opiniones.

3.	 LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA AMBIENTAL Y EL AMICUS 
CURIAE
Toda persona tiene derecho irrenunciable a vivir en un ambiente salu-

dable, equilibrado y adecuado para el pleno desarrollo de la vida, y el deber 
de contribuir a una efectiva gestión ambiental y de proteger el ambiente, así 
como sus componentes, asegurando particularmente la salud de las personas 
en forma individual y colectiva, la conservación de la diversidad biológica, 
el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y el desarrollo 
sostenible del país.5 Por consiguiente, toda persona tiene no solo el derecho 
de gozar de un ambiente adecuado para desarrollar su personalidad y de 
exigir al Estado que lo preserve sino tiene la obligación de contribuir a su 

5	 Artículo I del Título Preliminar de la Ley General del Ambiente, Ley No 28611
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conservación mediante la participación ciudadana ambiental en el diseño 
de políticas, normas, ordenamiento territorial, proyectos de infraestructura 
o de inversión e incluso los procesos judiciales. 6

¿Como se concreta nuestro deber de contribuir a una efectiva gestión 
ambiental y de proteger el ambiente? La respuesta es facilitando la incorpo-
ración de los ciudadanos en la toma de decisiones sobre temas ambientales 
que en concreto apreciar en la emisión de una opinión ciudadana sobre una 
iniciativa legislativa, la vigilancia ciudadana ambiental, las solicitudes de 
acceso a la información, las denuncias ambientales, la interposición de una 
demanda de amparo ambiental, la remisión de aportes para un estudio de 
impacto ambiental, el desempeño de tercero interesado en procedimientos 
sancionadores ambientales así como sin lugar a dudas la participación de los 
ciudadanos como Amicus Curiae en casos emblemáticos donde se discuten 
derechos medioambientales y sobre derechos de los pueblos indígenas.

Recordemos que el “mejor modo de tratar cuestiones ambientales es 
con la participación de todos los ciudadanos interesados, en el nivel que co-
rresponda. En el plano nacional, toda persona deberá tener acceso adecuado 
a la información sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades 
públicas, incluida la información sobre los materiales y las actividades que 
encierran peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de participar 
en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y 
fomentar la sensibilización y la participación de la población poniendo la 
información a disposición de todos. Deberá proporcionarse acceso efectivo a 
los procedimientos judiciales y administrativos, entre éstos el resarcimiento 
de daños y los recursos pertinentes.”7

Entonces podemos inferir que no solamente se tiene derecho a de-
nunciar o demandar la protección del ambiente y promover el inicio de un 
proceso judicial contencioso administrativo, civil, penal o constitucional 
donde se va debatir la afectación al ambiente y las medidas necesarias para 
protegerla o restaurarla sino que es obligación del Estado también facilitar y 
promover la intervención de los ciudadanos en procesos en curso mediante la 
incorporación de terceros interesados, defensores ambientales, litisconsortes 

6	 Cfr, Carhuatocto Sandoval, Henry. Los Principios Ambientales en un Estado Constitucional 
Democrático. Jurista Editores. Lima-Perú. 2018. p.87

7	 Principio 10 de la Declaración de Río sobre medio ambiente y el Desarrollo.
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y Amicurientes para permitir la concreción de la participación ciudadana 
ambiental en el plano de la justicia ambiental y la gestión ambiental.

En el Perú, el Documento Defensorial No 8: “El amicus curiae: ¿qué 
es y para qué sirve?”8 fue clave en reconocer el estado de la cuestión y la 
importancia de esta institución. Dice: “El amicus curiae (amigo de la Corte) 
permite que terceros ajenos a un proceso ofrezcan opiniones de trascendencia 
para la solución de un caso sometido a conocimiento judicial, justificando 
su interés en su resolución final.9 Este tipo de intervención ayuda a mejorar 
el nivel de transparencia y rendición de cuentas en los procesos judiciales y 
administrativos, eleva el nivel de discusión y abre el debate de la temática en 
litigio hacia la sociedad en general, especialmente en aquellos casos donde 
se encuentre comprometido el interés público o exista una trascendencia 
social que supera las particularidades del caso concreto que no solo impacta 
en las partes sino en el colectivo.10

En breve, los jueces deben permitir que ingresen al proceso judicial 
todos los documentos y opiniones sobre hechos y conocimientos técnicos 
necesarios para lograr tutelar los intereses difusos y colectivos en aras de 
alcanzar una verdadera justicia ambiental especialmente porque la com-
prensión de las afectaciones al ambiente y sus consecuencias son temas 
muy complejos, así como para considerar el punto de vista de expertos y 
afectados en la forma remediación ambiental de los impactos socio ambien-
tales y culturales.

En el ordenamiento jurídico colombiano se ha previsto la figura del 
invitado en el marco del proceso de inconstitucionalidad. En efecto, el ar-
tículo 13 del Decreto Nº 2067 del 4 de septiembre de 1991 dispone que: “El 
magistrado sustanciador podrá invitar a entidades públicas, a organizaciones 
privadas y a expertos en las materias relacionadas con el tema del proceso a 
presentar por escrito, que será público, su concepto sobre puntos relevantes 

8	 Defensoría del Pueblo. El Amicus curiae: ¿qué es y para qué sirve? Jurisprudencia y labor 
de la Defensoría del Pueblo. Serie Documentos Defensoriales- Documento No 8. Lima-Perú. 
2010

9	 Nápoli, Andrés y Vezzulla, Juan Martín. “El amicus curiae en las causas ambientales.”, 
“http://www.farn.org.ar/arch/El%20Amicus%20Curiae%20en%20las%20Causas%20
Ambientales%20final.pdf“ (Consulta: 24 de agosto del 2009).

10	 Cfr. “Exposición de motivos para la legislación de la figura del Amicus Curiae en la Juris-
dicción Federal/Nacional en la República Argentina”, p. 1, en “http://www.cedha.org.ar/es/
documentos/amicus_curiae.php” (Consulta: 24 de agosto del 2009).
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para la elaboración del proyecto de fallo. La Corte podrá, por mayoría de sus 
asistentes, citarlos a la audiencia de que trata el artículo anterior. El plazo 
que señale, el magistrado sustanciador a los destinatarios de la invitación 
no interrumpe los términos fijados en este Decreto. El invitado deberá, al 
presentar un concepto, manifestar si se encuentra en conflicto de intereses”. 11

El problema con esta concepción del Amicus Curiae es que sea que-
dado detenida en el tiempo en el cual el Juez tenía amplios poderes y pocos 
mecanismos de rendición de cuentas tales como los órganos de control de 
la magistratura. Además este Amicus mediante invitación esta fuera del 
contexto de una democracia del siglo XXI que se caracteriza por una mayor 
participación ciudadana e inclusión social por lo que dejar en manos de los 
jueces el incorporar la opinión de expertos o interesados en un asunto de 
interés público medioambiental sería perder la oportunidad de resguardar 
adecuadamente el derecho a un ambiente adecuado y equilibrado mediante 
información que puedan alcanzar organizaciones sociales que realicen mo-
nitoreo y fiscalización ambiental mediante vigilancia ambiental ciudadana 
así como desaprovechar la ocasión de que expertos independientes puedan 
alcanzar sus opiniones.

La referida Corte Colombiana ha desarrollado criterios orientadores 
para este tipo de intervención: 12

•	 Su finalidad es facilitar la obtención de elementos de juicio, infor-
maciones y evaluaciones en causas de alto interés público, para 
ilustrar o complementar. Por ende, no define ni decide.

•	 No tiene carácter vinculante, pero puede repercutir en la decisión 
final.

•	 No se restringen a planteamientos de índole jurídico, porque la 
aplicación del Derecho al caso concreto es una función propia de 
la Corte Constitucional al momento de decidir.

•	 No compromete la autonomía de la Corte.

11	 Defensoría del Pueblo. El Amicus curiae: ¿qué es y para qué sirve? Jurisprudencia y labor 
de la Defensoría del Pueblo. Serie Documentos Defensoriales- Documento No 8. Lima-Perú. 
2010. p. 19 y 20

12	 Defensoría del Pueblo. El Amicus curiae: ¿qué es y para qué sirve? Jurisprudencia y labor 
de la Defensoría del Pueblo. Serie Documentos Defensoriales- Documento No 8. Lima-Perú. 
2010. p. 20
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•	 Este tipo de intervención concreta el propósito de la democracia 
participativa previsto por la Constitución Política colombiana.

•	 Enfatiza el carácter imparcial del invitado

Si bien compartimos la opinión sobre la finalidad del Amicus Curiae 
como mecanismo para obtener información valiosa para el caso y opinión de 
expertos que ilustren a los jueces, así como su falta de capacidad vinculante 
sobre la decisión del juez, no estamos de acuerdo con relación al carácter 
imparcial que debe tener puesto que los Amicus ofrecidos por afectados de 
un daño ambiental o entidades que velan por la protección del ambiente po-
drían ser rechazados bajo el parámetro de que no son imparciales. Nosotros 
consideramos que el ofrecimiento de un Amicus al ser parte de la participa-
ción ciudadana no debería ser limitado máxime si no vincula a los jueces por 
lo que deberían aceptarse sin ningún obstáculo quedando constancia en el 
expediente de todas las voces involucradas en la problemática.

4.	 EL AMICUS CURIAE AMBIENTAL EN EL PROCESO CONSTITU-
CIONAL
Los procesos constitucionales tienen entre sus “fines esenciales de los 

procesos constitucionales garantizar la vigencia efectiva de los derechos 
constitucionales reconocidos por la Constitución y los tratados de dere-
chos humanos; así como los principios de supremacía de la Constitución 
y fuerza normativa.”13 En otras palabras, los procesos de amparo, habeas 
corpus, cumplimiento, habeas data, popular e inconstitucional tienen por 
objetivo proteger de manera directa o indirecta los derechos de las personas 
consagrados en la Constitución y los tratados de derechos humanos como 
la Convención Americana de Derechos Humanos, Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos 
económicos, sociales y culturales o el Convenio 169 de la Organización In-
ternacional del Trabajo sobre pueblos indígenas y tribales.

Sin embargo, existe enorme polémica por la forma escasamente par-
ticipativa e inconstitucional en que se aprobó eliminando toda protección 
expresa a los intereses difusos y colectivos además de restringir la presen-
tación de los Amicus Curiae de parte de afectados y terceros interesados. 

13	 Artículo II del Nuevo Código Procesal Constitucional, Ley Nº 31307 publicada el 23 de julio 
de 2021.
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Específicamente, estamos refiriéndonos al artículo V del Título Preliminar 
en del nuevo Código Procesal Constitucional, que establece:

“El juez, la sala o el Tribunal Constitucional, sí lo considera conve-
niente, podrá invitar a personas naturales o jurídicas en calidad de 
amicus curie, para que expresen por escrito u oralmente su opinión 
jurídica sobre una materia compleja. También puede invitarse al 
amicus curie para que ilustre al juzgador sobre conocimientos no 
jurídicos, técnicos o especializados de relevancia necesaria para 
resolver la causa.”

La primera limitación a la participación ciudadana en la justicia am-
biental es que exista un filtro arbitrario y discrecional como es la “invitación” 
del magistrado o colegiado del Amicuriente que puede traer consigo que se 
acalle la voz de un tercero interesado en que se resuelva el caso escuchando 
todos los elementos de análisis tanto los facticos como jurídicos y técnicos. 
Una política de puerta abierta a los Amicus permite que se deje constancia 
en el expediente que todos los interesados expresaron sus opiniones sobre 
un caso para ser valoradas por el Tribunal Constitucional que tendrán la 
calidad de medios probatorios o alegatos según corresponda.

El principio de participación ciudadana ambiental implica que la po-
blación pueda participar en la gestión ambiental y en la toma de decisiones 
sobre el estado, calidad, protección, remediación y compensación ambiental 
como había estado ocurriendo hasta la fecha en los casos de las acciones de 
amparo por la protección de animales domésticos, el aporte por regulación 
a los organismos de fiscalización ambiental o en casos de responsabilidad 
civil por daño ambiental por lo que resulta inconstitucional transitar de un 
espectro amplio de participación ciudadana a uno restringido al violarse el 
principio de progresividad y no regresividad en derechos humanos.

Así se establecen requisitos que debe cumplir la participación del 
Amicurientes:14

a)	 No ser parte ni tener interés en el proceso
Pensemos en una ciudadana interesada en que se proteja el ambiente 

y su cultura originaria que se entera por los medios de comunicación del 

14	 Artículo V del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, Ley No 28611
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inicio de un proceso judicial que busca sancionar a los responsables de la 
deforestación de un bosque amazónico decide organizarse y elaborar un es-
crito donde alcanza mayores detalles sobre lo acontecido y como este ilícito 
afecta su subsistencia física y cultural además pide el uso de la palabra en 
la próxima audiencia judicial. Lamentablemente debido a este nuevo requi-
sito de “tener interés en el proceso” sería rechazada su participación como 
amicuriente impidiendo la participación ciudadana en la justicia ambiental, 
todo un retroceso al estado de cosas anteriores. 

Esta marginación de “terceros” que no son demandantes o denunciantes 
pero que el proceso judicial al tener naturaleza de interés medioambiental 
es lógico y razonable que existan muchas personas que tengan interés en 
expresar su voz en el proceso especialmente por ser afectados directos o 
indirectos del daño ambiental. No se encuentra justificación de porqué no 
podrían participar como Amicurientes especialmente cuando su opinión 
escrita u oral no vincula al tribunal. En ese sentido, nos preguntamos ¿Cuál 
es el miedo? De repente será que se mediatice el caso por tratarse de un 
tema ambiental y eso genera una presión social sobre los magistrados. Sin 
embargo, esto no justifica cortar de plano la participación ciudadana en los 
procesos constitucionales donde lo que está en juego es un interés público 
que garantiza la subsistencia de la propia sociedad.

Por otra parte, la norma creemos privilegia un tipo de Amicus Cu-
rie: el técnico o institucional brindados por entidades públicas, institutos 
o universidades donde cabe pensar que no existe ningún interés directo 
en el caso pues cumplen sus labores sociales como el Ministerio Público, 
Ministerio del Ambiente, Defensoría del Pueblo, Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, las Clínicas Jurídicas de universidades públicas, entre 
otras. También es verdad que pueden caber Amicus sobre interpretaciones 
de una norma o hechos o evidencias que pueden provenir de instituciones 
de reconocida labor activista en derechos constitucionales, ambientales, 
indígenas, consumidor o cultural.

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos, la Confederación 
Nacional Agraria, Derecho Ambiente y Recursos Naturales o el Instituto 
de Defensa Legal del Ambiente y el Desarrollo Sostenible- IDLADS pueden 
tener interés directo en la causa que motiva el Amicus y por esta razón estas 
opiniones podrían no considerarse si el juez decide no admitir Amicurientes 
por existir un conflicto de intereses al no perseguir “una verdad neutral” sino 
que se inclinen a favor de los derechos constitucionales de una de las partes.
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El rechazo de opiniones de entidades no gubernamentales de derechos 
humanos u organizaciones de pueblos indígenas por asumirse que tienen 
“interés en el proceso” vulneran el derecho de participación ciudadana en 
justicia ambiental y sería abiertamente inconstitucional e inconvencional.

b)	 Tener reconocida competencia e idoneidad sobre la materia que 
se le consulta
Desde un enfoque occidental el conocimiento tradicional y técnico es 

muy valorado por los magistrados del poder judicial por lo que se piensa 
casi siempre en un Amicuriente experto en temas técnicos y científicos. 
Sin embargo, no debería descartarse la opinión de aquellos que no cuentan 
con certificación técnica y profesional sobre sus conocimientos teóricos o 
empíricos pero cuyo saber es valioso para comprender los alcances de un 
asunto medio ambiental o indígena como serían los sabios indígenas, líderes 
comunales o colonos que habitan la zona del país donde se produjo la lesión 
del bien ambiental siendo vital que se reciban sus aportes como elementos 
probatorios a valorar por el tribunal considerando sobre todo que el derecho 
a un ambiente adecuado y equilibrado tiene una titularidad colectiva y no 
solo de los actores sociales que están en el proceso.

Existe otro peligro con este requisito y es el que solo se le “permita 
hablar” a quien tiene competencia e idoneidad en la materia a criterio del 
juez y no se deje que ingresar a una persona que no se le reconozca dicha 
condición como sería una ONG recién creada que no tenga publicaciones 
en la materia de controversia o la opinión de ciudadanos, que si bien no son 
expertos, su opinión sobre el impacto del daño ambiental puede ser muy 
relevante, piénsese en el caso de los pescadores, comerciantes y propietarios 
de inmuebles afectados por un derrame de petróleo en el mar.

La participación ciudadana ambiental no puede ser acotada en la jus-
ticia ambiental impidiendo que se escuche a la ciudadanía sobre un tema 
que es de interés general como es la afectación de la calidad y protección del 
ambiente, así como su reparación y remediación considerando además que 
los efectos de la sentencia nos impactaran como sociedad a todos y todas 
al ser el ambiente un bien de titularidad colectiva. Esta limitación resulta 
inconstitucional e ilegal porque impide que se resguarde adecuadamente el 
derecho a un ambiente adecuado y equilibrado, la participación ciudadana 
y la tutela jurisdiccional efectiva para la sociedad.
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c)	 Su opinión no es vinculante.
El Amicuriente ejerciendo su derecho de participación ciudadana 

ambiental e interculturalidad en el sistema de justicia ambiental comparte 
información, pareceres y opiniones que si bien puede no ser considerada por 
el Juez en el momento de adoptar la decisión final este tiene la obligación 
de incorporarla en el expediente como una voz que tenía derecho a ser es-
cuchada y valorada por lo que debe admitirla y compartirla con las partes 
para efectos que pueda enriquecer el debate y los argumentos presentados.

d)	 Su admisión al proceso le corresponde al órgano jurisdiccional.
La admisión del Amicus debería ser la regla general puesto esta es 

una forma de ejercicio de la participación ciudadana ambiental en la tutela 
jurisdiccional efectiva al ser un medio idóneo para escuchar y exponer otros 
puntos de vista de actores sociales distintos a los que son parte del proceso 
sobre la materia objeto de controversia incluyendo aspectos socio culturales 
de poblaciones originarias. Sin duda, un juez abocado en descubrir la verdad 
material debe permitir el ingreso de todo documento, pensamiento y opinión 
que pueda incidir en su resultado especialmente cuando involucra asuntos 
de interés público como los bienes medioambientales.

Sin duda, los requisitos establecidos para ser admitido como Amicu-
riente son un obstáculo legal para recepcionar todos los puntos de vista de los 
miembros de una sociedad especialmente las minorías étnicas y organizacio-
nes sociales de base por lo que resulta inconstitucionales e inconvencional con 
relación a los afectados y terceros interesados en temas medioambientales, 
salud, cultura o consumidor que son de interés público. El estado de cosas 
actual margina a estas personas de un proceso judicial cuyo resultado los 
afectara moral o materialmente como se observa en el caso de los pescadores, 
vecinos o indígenas impactados por contaminación ambiental.

5.	 LEGITIMADO PARA PRESENTAR UN AMICUS CURIAE AM-
BIENTAL
El 11 de noviembre de 2009, en el amparo interpuesto por una organi-

zación indígena a favor de los pueblos en aislamiento voluntario que habitan 
la propuesta de reserva territorial de Napo Tigre, en la región Loreto, se 
establece que está perfectamente legitimada cualquier persona (pública o 
privada) para interponer un amparo cuando se trate de amenaza o violación 
del derecho al medio ambiente u otros derechos difusos que gocen de reco-
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nocimiento constitucional en el marco de lo dispuesto por el artículo 40 del 
Código Procesal Constitucional, recientemente modificado, concordado con 
el artículo III del Título Preliminar de la Ley General del Ambiente.15 En esa 
línea el nuevo Código Procesal Constitucional señala en su artículo 67 que 
para el caso de acciones de cumplimiento “la defensa de derechos con intere-
ses difusos o colectivos, la legitimación corresponderá a cualquier persona.”

Analizando el artículo III del Título Preliminar de la Ley General del 
Ambiente, Ley No 28611, descubrimos que “toda persona tiene el derecho 
a participar responsablemente en los procesos de toma de decisiones, así 
como en la definición y aplicación de las políticas y medidas relativas al 
ambiente y sus componentes, que se adopten en cada uno de los niveles de 
gobierno. El Estado concertad con la sociedad civil las decisiones y acciones 
de la gestión ambiental.”

Un proceso judicial donde se litiga el cumplimiento de obligaciones 
socio ambientales derivadas de un estudio ambiental, la ejecución de medi-
das correctivas en beneficio de los afectados por un derrame de petróleo o el 
aporte por regulación de un fiscalizador son asuntos de interés general y debe 
permitirse la máxima participación ciudadana. No existe base constitucional 
para no permitir que terceros interesados puedan presentar Amicus, aunque 
en toda regla no se han expertos o peritos, pero sí ciudadanos afectados moral 
o materialmente por el desenlace del caso.

Por otra parte, el artículo IV del Título Preliminar de la Ley General del 
Ambiente, prescribe que “toda persona tiene el derecho a una acción rápida, 
sencilla y efectiva, ante las entidades administrativas y jurisdiccionales, en 
defensa del ambiente y de sus componentes, velando por la debida protección 
de la salud de las personas en forma individual y colectiva, la conservación 
de la diversidad biológica, el aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales, así como la conservación del patrimonio cultural vinculado a 
aquellos. Se puede interponer acciones legales aun en los casos en que no 
se afecte el interés económico del accionante. El interés moral legitima la 
acción aun cuando no se refiera directamente al accionante o a su familia.”

En ese orden de ideas, se puede deducir que cualquier persona puede 
interponer demandas y denuncias a favor de la protección del ambiente y 
salud pública en búsqueda de tutela jurisdiccional efectiva. Entonces se 

15	 Fundamento 3 de la Sentencia del Expediente No 06316-2008-PA/TC
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entiende que no debería existir impedimento para que se puedan admitir un 
Amicus por cualquier persona natural o jurídica incluso los propios afectados 
en los procesos constitucionales, civiles o penales cuyas pretensiones verses 
sobre estos intereses difusos y colectivos.

6.	 CARACTERÍSTICAS DE UN AMICUS CURIAE AMBIENTAL
Es una institución que se deriva del derecho de toda persona a contri-

buir en la gestión ambiental para efectos de asegurar un ambiente adecuado 
y equilibrado para el desarrollo de la vida humana, los ecosistemas y otras 
formas de vida, así como para mantener la relación espiritual y cultural que 
la sociedad tiene ancestralmente con la naturaleza especialmente los pueblos 
indígenas. El fundamento de su presentación y admisión por el juzgado es el 
interés general que tiene la sociedad por el medio ambiente y la necesidad 
de ilustrar al juez sobre la importancia del caso y lo decisivo que resulta 
una adecuada resolución considerando los puntos de vistas de los expertos, 
interesados y los afectados permitiendo incorporar argumentos y conoci-
mientos que se han estado omitiendo como por ejemplo de los testimonios 
de los afectados y marginados del caso hasta ese momento.

7.	 OBJETIVO DEL AMICUS CURIAE AMBIENTAL
Su objetivo principal es permitir la participación ciudadana ambiental 

en la tutela jurisdiccional efectiva especialmente en materia de derechos 
constitucionales e intereses difusos y colectivos medioambientales aportando 
una opinión sobre temas técnicos, jurídicos, facticos e incluso testimonios y 
medios probatorios no considerados hasta ese momento en el proceso judicial. 
También advierte sobre la trascendencia social del caso y sus repercusiones, 
así como amplia el panorama sobre los hechos y argumentos expuestos en el 
proceso. A ello se suma la posibilidad de que se hagan públicos los debates 
y asuntos de interés público que son objeto de controversia.

8.	 MOMENTO PARA INCORPORAR UN AMICUS CURIAE AMBIEN-
TAL
Existen al menos cuatro momentos en que se puede incorporar un 

Amicus Curiae, el primero es antes de que se califique o admita la deman-
da, caso en el cual la opinión ciudadana sirve para que el juez se persuada 
de admitir la causa sin pronunciarse sobre el fondo. El segundo momento, 
es durante el desarrollo del proceso, en la cual puede ilustrar al juez sobre 
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aspectos probatorios, normativos, dogmáticos, técnicos o jurídicos antes de 
emitir sentencia. El tercer momento, es en la segunda instancia en donde 
puede no solo presentar por escrito el Amicus sino pedir el uso de la palabra 
en el informe oral. Y el cuarto momento es en la resolución del recurso de 
agravio constitucional supuesto en el cual el Tribunal Constitucional ha 
venido aceptando su inclusión en casos de amparo, competenciales, incons-
titucionalidades, entre otros.

9.	 PROCESOS JUDICIALES EN QUE SE PUEDE PRESENTAR UN 
AMICUS CURIAE AMBIENTAL
La tutela jurisdiccional del medio ambiente y los derechos de los pue-

blos indígenas pueden ser objeto de un Amicus Curie en procesos consti-
tucionales de habeas data, amparo, habeas corpus e inconstitucionalidad, 
así como también los procesos cautelares donde se discuten medidas para 
resguardar el ambiente y la salud de las personas, lo propio en los procesos 
de responsabilidad civil ambiental, los procesos penales por delitos am-
bientales, los procesos contenciosos administrativos y los procedimientos 
administrativos ambientales.16

No esta demás recordar que el Tribunal Constitucional acoge “un tipo 
de legitimidad colectiva o especial en cuanto permite que cualquier persona 
pueda accionar judicialmente a fin de tutelar el ambiente. Ello implica que 
la persona que gestiona e interpone la demanda puede formar parte de la 
comunidad que se ve afectada de manera inmediata o ser un sujeto ajeno a 
tal comunidad. Adicionalmente incluye una legitimidad institucional que 
faculta a las asociaciones sin fines de lucro que desarrollen actividad relativa 
a la temática (v.g. asociaciones ambientalistas) para que puedan actuar en 
defensa de la comunidad. Desde luego esta última puede integrarse con el 
artículo 82° del Código Procesal Civil, de tal forma que se incluya al Minis-
terio Público y a los Gobiernos Locales o Regionales cuando la amenaza o el 
daño al ambiente se produzca dentro de los ámbitos de su competencia. En 
suma, estas disposiciones amplían el ámbito de protección de tal derecho 
al extender o ampliar la legitimidad de las personas facultadas para iniciar 
procesos judiciales en su defensa.”17 En ese sentido, si una asociación medio 

16	 Cfr, Carhuatocto Sandoval, Henry. La responsabilidad civil ambiental en los proyectos 
extractivos. Jurista Editores. Lima-Perú. 2020.

17	 Fundamento 11 de la Sentencia del Expediente No 05270-2005-PA/TC
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ambiental, comunidad campesina u organización de base puede interponer 
una acción judicial directamente por un tema medio ambiental también 
estarían legitimadas para incorporarse como listisconsorte o amicuriente en 
un proceso judicial medioambiental en curso pues quien puede lo principal 
también debe poder lo accesorio sin ningún inconveniente.

10.	 CONDICIÓN DE UN AMICURIENTE
Se le considera como tercero en el proceso que brinda una opinión téc-

nica, legal o fáctica sobre los hechos del proceso al juez de la causa medioam-
biental. No sustenta pretensión propia, sino que su único interés es que se 
efectivice la tutela jurisdiccional efectiva en materia ambiental, salud pública 
o indígena. Advirtamos, que los argumentos que expondrán los Amicurientes 
giran alrededor de un interés general como son la preservación y conserva-
ciones de bienes jurídicos colectivos.

Los Amicurientes legitimados para ingresar a un proceso judicial donde 
se debate el derecho a un ambiente adecuado o la identidad étnica y cultural 
pueden ser entidades públicas que tengan competencia en la materia tales 
como el Ministerio de Ambiente, Ministerio de Cultura, Ministerio de Am-
biente, Defensoría del Pueblo, Universidades Públicas o Privadas, Instituto 
Peruano de Amazonia, Instituto del Mar del Perú, Organismo de Evaluación 
y Fiscalización Ambiental, entre otras.

Por otra parte, también están legitimados los expertos en materia 
ambiental y de pueblos indígenas como profesores, abogados, antropólogos, 
sociólogos, ingenieros ambientales, ingenieros forestales, ingenieros mineros, 
ingenieros hídricos, biólogos, etc. A ello se pueden sumar las universidades 
en sus diversas facultades y clínicas de interés público. Ahora bien, cual-
quier persona que se sienta material o moralmente afectada también tiene 
derecho a expresar su opinión sobre la causa si tiene información relevante 
que incidirá en el resultado de la misma.

11.	 EJEMPLOS DE AMICUS CURIAE AMBIENTALES
Uno de los casos más celebres son los Amicus Curiae aportados sobre 

el aporte por regulación del OEFA: Expedientes N° 05410-2015-AA/TC y N° 
02168-2016-AA/TC donde se admite al Instituto de Defensa Legal del Am-
biente y el Desarrollo Sostenible Perú-IDLADS PERÚ y el Derecho Ambiente 
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y Recursos Naturales-DAR.18 También se han presentado Amicus Curie en el 
caso de la acción de inconstitucionalidad interpuesta contra la Ley N° 30230, 
norma legal que debilitaba la institucionalidad estatal en materia ambiental 
y que, de forma inconsulta, disponía de territorios no titulados de pueblos 
indígenas.19 En el 2021, se presentó el Amicus Curiae de IDLADS-PERÚ para 
el otorgamiento de la medida cautelar con el fin de garantizar la remediación 
ambiental que debe asumir la empresa Pluspetrol Norte en los lotes 8 y 192 
(antes, 1AB) en resguardo del derecho a un ambiente adecuado y equilibrado.20

12.	 COORDINACIÓN EN LOS AMICUS EN LOS INFORMES ESCRI-
TOS Y ORALES
Si se concibe a los Amicus como una expresión de la participación 

ciudadana ambiental en la tutela jurisdiccional efectiva consideramos que 
se pueden organizar entre las distintas entidades públicas y privadas para 
poder abordar un tema específico y diferente por cada uno de los Amicu-
rientes para que de esta forma el juez pueda apreciar los aportes técnicos, 
científicos, jurídicos o facticos sobre distintos temas y puntos de vista que 
requieren ser valorados por escrito y oralmente.

13.	 CONCLUSIONES
Los Amicus Curiae en procesos judiciales medioambientales son ex-

presión de la participación ciudadana en la tutela jurisdiccional efectiva y 
sirven para recoger todas las opiniones técnicas, científicas, jurídicas y fác-
ticas sobre un asunto de interés general como el ambiente, la salud pública 
o el derecho a la identidad étnica y cultural de los pueblos indígenas. Sin 
duda, la falta de capacidad vinculante de estas opiniones y los bienes colec-
tivos transgeneracionales son motivo suficiente para tener una política de 
puertas abiertas y hacer que la admisibilidad de estos informes sea la regla 
general. El resultado será una mayor transparencia y rendición de cuentas 
a la sociedad que a través de terceros Amicurientes podrán no solo hacer 

18	 Expediente N° 05410-2015-AA/TC. Auto del Tribunal Constitucional del 27 de junio de 
2019. Revisado en: https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2019/05410-2015-AA%20CTRe-
solucion.pdf; Expediente N° 02168-2016-AA/TC. Auto del Tribunal Constitucional del 5 de 
julio de 2018. Revisado en: https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2018/02168-2016-AA%20
ResolucionCT.pdf

19	 Ver: STC No 00012-2015-PI
20	 Ver: Exp. No 00380-2021-8-1801-JR-CI-37

https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2019/05410-2015-AA CTResolucion.pdf
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2019/05410-2015-AA CTResolucion.pdf
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2018/02168-2016-AA ResolucionCT.pdf
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2018/02168-2016-AA ResolucionCT.pdf
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llegar sus diversos puntos de vista distintos a los de las partes sino además 
realizar vigilancia ciudadana sobre lo que acontece en un expediente de 
trascendencia socioambiental donde es necesario recordar que lo que se re-
suelva en el caso repercutirá en el presente y futuro de todos los ciudadanos.
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